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CLASE DE PROCESO: TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA  

 

MAGISTRADA PONENTE:  DELFINA FORERO MEJÍA 

 

Estudiada y aprobada en ACTA No. 279 DE 2025 

 

Vil lavicencio, dieciséis (16) de julio de dos mil veint ic inco (2025)  

 

ASUNTO  

 

Decide la Sala la acción de tutela de la referencia.  

 

 

ANTECEDENTES 

 

1.- PETICIÓN DE AMPARO. El señor WILMAR ALEXIS BASTO 

COSTERO, solicitó la protección de sus derechos fundamentales al 

debido proceso, petición, protección judicial efectiva y seguridad 
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social, presuntamente vulnerados por el JUZGADO TERCERO 

LABORAL DEL CIRCUITO DE VILLAVICENCIO dentro del trámite del 

proceso ordinario laboral Radicado No. 500013105003 2016 01035 00; 

pretende se ordene al Despacho accionado: (i) le responda la petición 

elevada el 19 de mayo de 2025 , brindándole la información clara y 

precisa solicitada;  (ii) autorice de inmediato la entrega del depósito 

judicial de $38.800.835, consignado el 15 de mayo de 2025 en la 

cuenta de depósitos judiciales del Juzgado accionado; (iii) ordene el 

pago inmediato de los aportes a pensión por $5,467,704 , más 

intereses, a la AFP Protección, de conformidad con la sentencia 

proferida por esta Sala el 12 de marzo de 2025; (iv)  proporcione 

información sobre el procedimiento para el cobro de los depósitos 

judiciales, aportes A pensión y estado de liquidación de costas ; (v) 

l iquide y ordene el pago de las costas de primera instancia . 

 

Sustentó su solicitud, en estos hechos: Que, el 12 de marzo de 2025, 

esta Corporación prof irió sentencia dentro del proceso ordinario laboral 

500013105003 2016 01035 01, condenando a la sociedad PANTHERS 

MACHINERY DE COLOMBIA S.A.S. y, en forma solidaria, a 

FRONTERA ENERGY COLOMBIA CORP. SUCURSAL COLOMBIA , al 

pago de las siguientes sumas, debidamente indexadas:  

 

- Horas extras: $11,494,355  

- Cesantías: $6,450,589.89  

- Intereses sobre cesantías: $670,784  

 - Prima de servicios:  $3,184,496.89  

- Indemnización por despido injusto (art. 64 CST): $597,235  

- Aportes a pensión (a cargo de PROTECCIÓN): $5,467,704, 

más intereses por mora.  

 

Señaló que, la referida sentencia declaró la responsabil idad solidaria 

de FRONTERA ENERGY COLOMBIA CORP. SUCURSAL COLOMBIA,  

condenando a la COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZAS S.A. 

CONFIANZA, a cubrir las obligaciones hasta el l ímite de la póliza de 

seguro No. 01CX008268.  

Indicó que el 19 de mayo de 2025 presentó petición  ante el Juzgado 

accionado, sol icitando:  
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“- El pago directo de los depósitos judiciales por $38.800.835  

- La corrección de cualquier inexactitud en el proceso de pago  

 -La aclaración de la base legal para exigir pagos a través de un 

abogado.  

-La verif icación del pago de los apor tes a pensión.  

- Información sobre el procedimiento para cobrar los depósitos 

judiciales. ” 

 

Manifestó que, el Juzgado accionado no dio trámite a la petición por 

improcedente, indicándole que se resolvería en el turno 

correspondiente de entrada al Despacho. 

 

Dijo que su apoderada judicial el 4 de jul io de 2025, presentó solicitud 

para la entrega de los t ítulos judiciales solicitando que los mismos 

fueran consignados a la  cuenta de ahorros No. 84402886501 del Banco 

Bancolombia, adjuntando el cert if icado banca rio que acredita la 

t itularidad, sin que a la fecha el Juzgado accionado se hubiere 

pronunciado. 

 

El 8 de jul io de 2025, el accionante presentó memorial aclarando que 

la fecha en que la su apoderada judicial había presentado el memorial 

ante el Juzgado accionado, sol icitando la entrega de los t ítulos 

judiciales, fue el 21 de mayo de 2025  y no el 4 de julio de 2025, como 

erróneamente se indicó en el escrito de tutela.  

 

2.- PRONUNCIAMIENTO DEL JUZGADO ACCIONADO y DE LOS 

VINCULADOS 

 

2.1.- El JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE 

VILLAVICENCIO, ref irió las actuaciones surt idas al interior del 

proceso ordinario laboral No. 500013105003 2016 01035 00, así:  

 

  “WILMAR ALEXIS BASTO COSTERO, a través de apoderado judicial,  

presentó demanda ordinaria laboral contra  PANTHERS MACHINERY 

DE COLOMBIA S.A.S. y META PETROLEUM CORP., hoy FRONTERA 

ENERGY COLOMBIA CORP. SUCURSAL COLOMBIA, sol ic i tando la 

declaración de existencia de contrato laboral y reconocimiento de 
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diversas acreencias.  Dicho trámite fue asignado por repart o al citado 

Juzgado, el 28 de octubre de 2016, bajo el Radicado 500013105003 

2016 01035 00.  

  Adelantadas las demás etapas procesales, mediante sentencia del 12 

de jul io de 2019, se declaró relación laboral entre el accionante y 

PANTHERS MACHINERY DE COLOMBIA S.A.S., se absolvió a las 

otras demandadas y se impusieron costas al demandante.  

  Inconforme con la decisión, el hoy accionante interpuso recurso de 

apelación contra el fal lo de primera instancia, el cual fue resuelto 

mediante sentencia de 12 de marzo de 2025, profer ida por la Sala 

Laboral del Tribunal Super ior de Distr ito Judicial de Vi l lavicencio,  

providencia que revocó parcialmente la sentencia apelada.  

  El 29 de abri l de l 2025, se recibió el expediente del Superior , misma 

calenda en la que ingresó al despacho para resolver sobre lo 

ordenado en segunda instancia.  

  El 19 de mayo de 2025 ,  la l lamada en garantía, COMPAÑIA 

ASEGURADORA DE FIANZAS S.A. al legó escrito de cumplimiento, en 

el que aportó constancia de constitución de depósito judicial a favor  

del demandante.  

  En la misma fecha, el hoy accionante elevó pet ición a este despacho 

judicial en el que solicitó el pago de depósitos judiciales, aportes a 

pensión, l iquidación de costas y procedimiento de cobro.  

  Dicha petición fue atendida de manera oportuna mediante Oficio 

No. 0422 del 20 de mayo de 2025, informando que, dado que las 

solicitudes versan sobre aspectos relacionados directamente con 

actuaciones procesales, estas deben resolverse conforme a las 

reglas propias del proceso, respetando los turnos y trámites 

previstos en el despacho judicial.  No conforme, el accionante 

interpuso la presente acción de tutela.  

  El 21 de mayo de 2025, JESSICA SILVANA ARJONA RIOS, apoderada 

judicial de BASTO COSTERO, presentó sol icitud de pago de los 

depósitos judicia les que obren en el proceso a favor del demandante.  

  Encontrándose el proceso al Despacho, el 27 de junio de 2025 se 

prof iere auto de obedecer y cumplir en el que también se ordenó la 

l iquidación de costas y el pago del depósito judicial 

445010000694139 por valor de $38.800.833, constituido por 

SEGUROS CONFIANZA S.A., en la modalidad de abono a la cuenta 

de ahorros No. 84402886501 del Banco Bancolombia , cuyo t i tular es 

el demandante WILMAR ALEXIS BASTO COSTERO, identif icado con 

la cédula de ciudadanía número 86.078.392.  
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  Dicho auto quedó en f irme el 8 de julio de 2025 a las 5:00 p.m., de  

ahí que la Secretaría del Juzgado real izó el ingreso de la orden de 

pago en la plataforma de Banco Agrar io, en esta fecha. ” 

 

Indicó que, el abono a la cuenta inicia con la orden de pago en la 

plataforma del Banco Agrario, y que dentro de las 72 horas sigu ientes 

se inicia la pre notif icación, dependiendo de la entidad bancaria de 

destino, para posteriormente habil itar la opción de autorizar pago del 

depósito, y f inalmente se realiza la transferencia interbancaria que 

puede tardar hasta 48 horas hábiles de conformidad con los protocolos 

internos de la entidad f inanciera.  

 

Expuso que, la solicitud de amparo es improcedente, por existir otros 

medios judiciales que garantizan los derechos del accionante, como lo 

son, los memoriales que ha presentado tanto el tutelante como su 

apoderada, los cuales fueron aportados dentro del expediente, por lo 

que el Juzgado ha actuado sin dilación alguna en el trámite ordinario .  

 

Finalmente, reiteró que el pasado 27 de junio de 2025 ordenó el pago 

del depósito judicial sol icitado, y que respecto del cobro de los aportes 

a pensión tendrá que acudir al proceso ejecutivo laboral.  

 

2.2.- La vinculada COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZAS S.A. 

CONFIANZA-SEGUROS CONFIANZA S.A., precisó que la entidad 

acreditó ante el Juzgado accionado el pago total de la condena 

impuesta efectuado el 15 de mayo de 2025 , por la suma de 

$38.800.833 por los siguientes conceptos:  

 

 

Dijo que los aportes a la seguridad social ordenados en la referida 

sentencia no fueron cubiertos por la póliza No. 01CX008268, en razón 

a que solo se amparó el pago de salarios, prestaciones sociales e 

indemnizaciones del art ículo 64 del CST, excluyéndose otro t ipo de 
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acreencias y obligaciones laborales como los aportes a seguridad 

social y sus intereses moratorios ; por tanto, ante la falta de cobertura , 

elevó petición a la AFP PROTECCIÓN S.A. para que le indicara el valor 

de los intereses correspondientes  sobre la suma de $5.467.704, para 

que los mismos fueran consignados, petición aún no resuelta por la 

AFP. 

 

Precisó que, el actor no ha agotado el presupuesto de subsidiariedad, 

en razón a que lo pretendido por el actor, debe solicitarse mediante 

memorial ante el Despacho de conocimiento y a través del proceso 

ejecutivo.  

 

Respecto de las condenas impuestas a los demandados , dijo que la 

Aseguradora efectuó su pago hasta el monto de cobertura de la póliza 

constituida, como se observa:  

 

 

2.3.- Los restantes vinculados guardaron silencio.  

 

PROBLEMA JURÍDICO  

 

Se verif icará ¿si el JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE 

VILLAVICENCIO, vulneró los derechos fundamentales de petición, 

debido proceso, protección judicial efectiva y seguridad social  del 

tutelante, en el trámite de la petición de pago del depósito judicial,  
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l iquidación de costas y verif icación de los aportes a pensión, que  éste 

presentó en desarrollo del proceso ordinario laboral de Radicación No. 

500013105003 2016 01035 00? 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- En reiterada jurisprudencia, las Altas Cortes han señalado que la 

acción de tutela es un instrumento jurídico que permite otorgar a 

cualquier persona sin mayores requisitos formales, la protección 

específ ica e inmediata de sus derechos   fundamentales 

constitucionales, cuando acorde a las circunstancias concretas de cada 

caso y a falta de otro medio de origen legal que permita el debido amparo 

de los derechos, estos sean vulnerados o amenazados por la acción u 

omisión de autoridad pública o de un particular en los términos que 

prevé la ley  

 

2.- TUTELA CONTRA DECISIONES JUDICIALES 

 

Desde antaño la Corte Constitucional ha señalado que la acción de 

tutela contra decisiones judiciales no es procedente, ya que la misma 

sólo es viable excepcionalmente, es decir, cuando se está enfrente de 

un evidente y total desconocimiento de las reglas legales, determinado 

por el capricho y la arbitrariedad del funcionario, que deriva en el 

quebranto de los derechos constitucionales fundamentales de quienes 

acceden a la administración de justicia:  

 

“Tal y como se indicó en la Sentenc ia C -543 de 1992, por regla general,  la 

acc ión de tute la es improcedente cuando mediante el la  se pretenden 

cuest ionar prov idencias judic ia les , debido a la prevalenc ia de los pr incip ios 

const i tuc ionales de segur idad jur íd ica y autonomía judic ia l ,  y  a la garant ía 

procesal de la cosa juzgada.  Sin embargo, en esa misma oportunidad 

también se establec ió que “de conformidad con e l  concepto const i tuc ional  

de autor idades públ icas, no cabe du da de que los  jueces t ienen esa cal idad 

en cuanto les corresponde la función de administrar just ic ia y  sus 

resoluc iones son obl igator ias  para los  par t icu lares y también para e l  Estado.  

En esa condic ión no están exc lu idos de la acc ión de tute la respecto de actos 

u omisiones que vulneren o amenacen derechos fundamentales  […]”.  De 

modo que,  s i  b ien se entendió que, en pr inc ip io, la acción de tute la no 

procedía contra prov idenc ias judic ia les,  se d i jo  que, excepc ionalmente,  su 
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ejerc ic io era v iable como mecanismo  subs id iar io y preferente de defensa 

judic ial  cuando de la actuac ión judic ia l se advir t iera la  v io lac ión o amenaza 

de un derecho fundamental .  

  

114. A par t ir  de lo a l l í  decid ido, la  jur isprudenc ia const i tuc ional desarro l ló 

e l cr i ter io conforme al cual ,  e l supuesto de hecho que daba lugar  a la 

procedenc ia de la acción de tute la contra prov idenc ias judic iales  se 

conf iguraba cuando la actuac ión judic ia l  incurr ía en una desv iac ión de ta l  

magnitud que el  ac to profer ido no merecía la denominación de prov idencia 

judic ial ,  pues había s ido despojada de d icha cal idad. En desarro l lo de lo 

expuesto,  se determinó que e l  ordenamiento jur íd ico no podía amparar 

s ituac iones que, cobi jadas, en pr inc ip io, por e l manto del  e jerc ic io autónomo 

de la func ión judic ia l,  compor taban una violac ión protuberante de la 

Const i tuc ión y , en espec ia l ,  de los  bienes jur íd icos más prec iados para e l 

hombre (derechos fundamentales).  Esta f igura se denominó 

inic ia lmente  “vía de hecho” y su poster ior  desarro l lo l levó a determinar  la  

ex istenc ia de var ios  t ipos de v ic ios  o defectos,  entre los cuales se 

encuentran e l  sustant ivo , e l  orgánico,  e l  fáct ico y  el  procedimental . ” 

(Sentencia SU029-24)  

 

3.- DERECHO DE PETICIÓN ANTE AUTORIDADES JUDICIALES   

 

La Corte Constitucional precisó el alcance del derecho de petición 

frente a autoridades judiciales, en Sentencia T394-2018 del 24 de 

septiembre de 2018, M.P. Diana Fajardo Rivera, en la cual señaló:  

 

“DERECHO DE PETICION ANTE AUTORIDADES JUDICIALES -Reiteración 

de jurisprudencia  

 

En lo que respecta a l derecho de pet ic ión ante autor idades judic ia les , es ta 

Corporac ión ha prec isado sus a lcances a l  mani fes tar que s i  b ien es c ier to 

que e l  derecho de pet ic ión puede ejercerse ante los jueces y  en 

consecuenc ia estos  se encuentran en la obl igac ión de tramitar  y responder 

las sol ic i tudes que se les presenten, también lo es que “e l juez o magistrado 

que conduce un proceso judic ia l está somet ido -como también las par tes y 

los interv inientes-  a las reglas del mismo, f i jadas por  la  ley,  lo  que s ignif ica 

que las  d ispos ic iones legales contempladas para las actuac iones 

administrat ivas no son necesar iamente las  mismas que debe observar e l  

juez cuando le son presentadas pet ic iones re lat ivas a puntos que habrán de 

ser  resueltos  en su oportunidad procesal  y  con arreglo a las  normas propias 

de cada ju ic io”.  En este sent ido,  la Corte ha sostenido que el alcance del 

derecho de pet ición encuentra l imitaciones respecto de las peticiones 

presentadas frente a autoridades judiciales,  toda vez que han de 
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diferenciarse los t ipos de sol icitudes, las cuales pueden ser de dos 

clases: ( i )  las referidas a actuaciones estrictamente judiciales, que se 

encuentran reguladas en el procedimiento respect ivo de cada juicio, 

debiéndose sujetar entonces la decisión a los términos y etapas 

procesales previstos para tal efecto; y  ( i i )  aquellas peticiones que por 

ser ajenas al  contenido mismo de la  l it is  e impulsos procesales,  deben 

ser atendidas por la autoridad judicial bajo las normas generales del  

derecho de pet ición que r igen la administración y,  en especial,   de la 

Ley 1755 de 2015.”  (negril las fuera de texto)  

  

4.- DERECHO AL DEBIDO PROCESO   

 

El artículo 29 de la Constitución Polít ica consagra el derecho 

fundamental al debido proceso y ordena que sea aplicado en todas las 

actuaciones administrativas y judiciales. Además, desarrol la un 

conjunto de garantías específ icas, tales como el principio de legalidad, 

la presunción de inocencia, el principio de favorabil idad penal, el 

derecho a la defensa, a la contradicción, a aportar pruebas y a 

impugnar las sentencias.   

 

La Corte Constitucional, en la sentencia T -341 de 2014 definió el 

debido proceso como “el  conjunto de garantías prev istas en e l ordenamiento 

jur íd ico, a través de las cuales se busca la protecc ión del  indiv iduo incurso en una 

actuación judic ia l o administr at iva, para que durante su trámite se respeten sus 

derechos y se logre la apl icac ión correcta de la just ic ia” .  

 

Adicionalmente, ref ir ió al l í que hacen parte de las garantías del debido 

proceso:  

 

“ ( i)  El derecho a la  jur isd icción,  que a su vez conl leva los  derechos a l  l ibre  

e igual i tar io  acceso a los  jueces y autor idades administrat ivas,  a obtener  

dec is iones mot ivadas, a impugnar las  decis iones ante autor idades de 

jerarquía super ior ,  y  a l cumpl imiento de lo dec id ido en e l  fa l lo ;  

 

( i i )  e l  derecho a l  juez natura l,  ident i f icado como el  func ionar io con 

capac idad o apt i tud legal  para e jercer  jur isd icción en determinado proceso 

o actuac ión, de acuerdo con la natura leza de los hechos, la cal idad de las  

personas y la  d iv is ión del  trabajo establec ida por la Const i tución y  la  ley ;  

 

( i i i )  El derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos los  medios 

legít imos y adecuados para ser oído y obtener una dec is ión favorable. De 
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este derecho hacen parte,  e l  derecho a l t iempo y  a los  medios adecuados  

para la preparac ión de la defensa; los  derechos a la  as is tenc ia de un 

abogado cuando sea necesar io, a la igualdad ante la  ley  procesal,  a la  

buena fe y  a la lealtad de todas las  demás personas que interv ienen en e l  

proceso;   

 

( iv)  e l derecho a un proceso públ ico, desarro l lado dentro de un t iempo 

razonable, lo  cual  ex ige que e l proceso o la  actuac ión no se vea sometido 

a d i lac iones in just i f icadas o inexpl icables;   

 

(v)  el  derecho a la  independenc ia del  juez,  que solo es efect ivo cuando los  

serv idores públ icos a los  cuales c onfía la  Const i tuc ión la tarea de 

administrar  jus t ic ia,  e jercen func iones separadas de aquel las  atr ibuidas a l 

e jecut ivo y  al  leg is lat ivo y   

 

(v i)  el  derecho a la  independenc ia e imparc ial idad del  juez o func ionar io,  

quienes s iempre deberán dec id ir  con fund amento en los  hechos,  conforme 

a los imperat ivos del orden jur íd ico,  s in des ignios ant ic ipados n i  

prevenc iones,  pres iones o inf luenc ias i l íc i tas. ” (sentenc ia T -341 de 2014).  

 

5.- SUBSIDIARIEDAD COMO REQUISITO EN LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

Sobre este requisito, la Corte Constitucional,  ha señalado: 

 

La acción de tutela es quizás e l  mecanismo judic ial  más importante e 

inf luyente del s istema const i tuc ional colombiano,  como lo demuestran las  

más de nueve mi l lones novec ientas mi l  que se han pres entado desde que la 

Cor te comenzó a funcionar  en 1992.  Aunque su establec imiento en la 

Const i tuc ión de 1991 responde al  cumpl imiento de compromisos 

internac ionales de establecer  un recurso efect ivo para la protección de 

derechos humanos, su propósi to no es  reemplazar los demás que e l 

ordenamiento jur ídico determine para atender las neces idades de quienes  

acuden al s is tema de administrac ión de just ic ia.  Los art ícu los 86 de la 

Const i tuc ión y 6 del  Decreto 2591 de 1991 recogen expresamente la 

subs id iar iedad que la caracter iza.  

 

Esta Corporac ión ha reconoc ido la natura leza excepc ional  y  res idual  de la 

acc ión de tute la desde su pr imera sentenc ia, donde expl icó que no fue 

prev is ta para “provocar la  in ic iac ión de procesos a lternat ivos o sust i tut ivos 

de los  ord inar ios , o espec ia les , n i para modif icar las reglas que f i jan los  

d iversos ámbitos de competenc ia de los jueces, n i para crear  instancias 

adic ionales a las ex is tentes, n i  para otorgar a los  l i t igantes la opc ión de 

rescatar p le itos ya perdidos”.  Su f inal idad es la protecc ión inmed iata de los  



Acción de Tute la  Radicac ión  No. :     500012205000 2025 10030 00  

11 

derechos fundamentales, para lo cual  la Const i tuc ión de 1991 dotó a los  

jueces de tutela con las  más ampl ias facul tades para adoptar  medidas que 

permit ieran su garantía efect iva. Sin embargo, “en un Estado de Derecho 

(…) no ex is ten poderes omnímodos n i atr ibuc iones de inf ini to a lcance”,  y  

los jueces deben actuar  en e l marco de los l ímites establec idos por las  

normas para su e jerc ic io. Esto hace de la subs id iar iedad un parámetro que 

condic iona la legit imidad de sus dec is iones, y que permite la  ar t icu lac ión de 

las facultades del  juez de tute la con las  de las  demás autor idades del  

s istema const i tuc ional .  

 

El requis ito de subsid iar iedad también impl ica que “ la protecc ión de los  

derechos fundamentales no es un asunto reservado a l juez de tute la”.  Esta  

es una consecuenc ia de la pr imacía de los  derechos fundamentales que 

reconoce e l  ar t ícu lo quinto de la Const i tuc ión,  en v ir tud de la cual “ todas 

las ins t i tuc iones del  ordenamiento deben servir  a l propós ito de garant izar  

[su] real izac ión efect iva (…) [por  lo  que]  la  tota l idad de acciones y  recursos 

del s is tema jur ídico, sean de natura leza administrat iva o judic ia l,  están 

d ispuestos para asegurar la protecc ión de los derechos fundamentales”.  Es 

dec ir ,  la intervenc ión del  juez de tutela solo es pos ible en su defecto.  

 

Todo lo anter ior  se ha v is to ref le jado en la jur isprudenc ia de esta 

Corporac ión, que ha s ido unánime, pací f ica y re iterada sobre e l  requis i to  

de subs id iar iedad,  y ha precisado que la acción de tute la es una vía a la  

que solamente puede acudirse cuando ( i)  e l a fectado no cuenta con otro 

medio de defensa judic ial ;  ( i i )  cuando, pese a que ese mecanismo ex is te, 

no es idóneo o ef icaz en las  c i rcunstanc ias del  caso concreto; o ( i i i )  cuando 

se ut i l iza como recurso trans i tor io para ev i tar  un per ju ic io ir remediable.  Por  

lo tanto, no es un medio al ternat ivo, adic ional ,  complementar io o facultat ivo 

respecto de las  demás acc iones judic ia les ord inar ias,  s ino un procedimiento 

urgente e inmediato para la protecc ión de los derechos fundamentales.  

Estos cr i ter ios se apl ican a l anal izar  las  sol ic i tudes de amparo re lac ionadas 

con dec is iones de las autor idades que e jercen potestad reglamentar ia. ” 1 

 

Uno de los requisitos de procedencia de la acción de tutela es que el 

actor no disponga de otros medios de defensa judicial, salvo que se 

util ice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable; frente a este últ imo, el Alto Tribunal ha dicho:  

 

Per ju ic io ir remediable.  Este per ju ic io se conf igura s iempre que se 

demuestre: ( i)  una afectac ión inminente  del derecho,  es  dec ir ,  que e l  

daño “está por  suceder  en un t iempo cercano” ;  ( i i )  la urgenc ia de las  

                                                 
1 Corte  Const i tuc ional ,  Sentenc ia T -108 de 2024,  M.P.  Diana Fajardo  Rivera.   



Acción de Tute la  Radicac ión  No. :     500012205000 2025 10030 00  

12 

medidas para conjurar la afectac ión [ 1 2 5 ] ,  para efectos de “br indar  una 

soluc ión adecuada frente a la  prox imidad del daño” ;  ( i i i )  la gravedad del  

per ju ic io, esto es,  que sea  “suscept ib le de generar  un detr imento 

transcendente en el  haber jur íd ico de una persona”  y  ( iv)  e l carácter  

impostergable de las órdenes para la efect iva protecc ión de los derechos 

en r iesgo, es  dec ir ,  la imper iosa neces idad de una respuesta  “opor tun[a] y  

ef ic ien[te] ” para “ la debida protección de los derechos 

compromet idos”.  Conforme al ar t ículo 86 de la Const i tuc ión Polí t ica,  

s iempre que se acredi te per ju ic io ir remediable, la  acción de tute la 

procederá como mecanismo trans i tor io de protecc ión de derechos” 2 

 

6.- CASO CONCRETO 

 

Examinado el asunto bajo examen, la Sala negará la tutela sol icitada 

por el señor WILMAR ALEXIS BASTO COSTERO, para la protección 

de sus derechos fundamentales de petición, debido proceso, 

protección judicial efectiva y seguridad social , por las razones 

siguientes:  

 

-En el JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE 

VILLAVICENCIO, cursa el proceso ordinario laboral Radicado No. 

500013105003 2016 01035 00,  en el que actúa como demandante el 

aquí tutelante, WILMAR ALEXIS BASTO COSTERO, y como 

demandadas las sociedades PANTHERS MACHINERY DE COLOMBIA 

S.A.S. y FRONTERA ENERGY COLOMBIA CORP SUCURSAL 

COLOMBIA antes META PETROLEUM CORP, trámite al cual se llamó 

en garantía a la Aseguradora SEGUROS CONFIANZA S.A. -

CONFIANZA. 

 

-En dicha actuación procesal, e l Juzgado accionado prof ir ió decisión 

en primera instancia el 12 de jul io de 2019, absolviendo a las 

demandadas, sentencia que fue recurrida por el demandante WILMAR 

ALEXIS BASTO COSTERO, siendo fallada la segunda instancia por 

esta Corporación, mediante proveído del 12 de marzo de 2025 , que 

revocó lo resuelto en primer grado y condenó a las demandadas a 

pagar al actor los conceptos y valores all í determinados.  

 

                                                 
2 Corte  Const i tuc ional ,  Sala Quinta de  Revis ión,  T -005-2022,  M.P.  PAOLA ANDREA 
MENESES MOSQUERA  

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/T-005-22.htm#_ftn125
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-Con ocasión a las condenas f inalmente impuestas, el 16 de mayo de 

2025, la l lamada en garantía COMPAÑÍA ASEGURADORA DE 

FIANZAS S.A. SEGUROS CONFIANZA, informó al Juzgado accionado 

que el 15 de mayo de 2025 realizó el pago de las condenas amparadas 

por el seguro, a la cuenta de depósito judicial del Juzgado accionado , 

por valor de $35.800.833, como se observa:  

 

 

 

-El 19 de mayo de 2025, el tutelante, presentó petición al JUZGADO 

convocado, pidiendo el pago del depósito judicial , la l iquidación de 

costas y la verif icación de los aportes a pensión , la cual fue respondida 

por el citado Despacho a través de of icio No. 0422 del 20 de mayo de 

2025, en el cual se le explicó lo siguiente:  
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- Tal como acertadamente respondió el JUZGADO, lo sol icitado por el 

tutelante, no se tramita bajo las normas reguladoras del derecho 

fundamental de petición, sino por las disposiciones procedimentales 

propias del proceso ordinario laboral,  por tratarse de asuntos 

inherentes a la actuación judicial referenciada.  Siendo así, el 

JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE VILLAVICENCIO, 

no vulneró el derecho fundamental de petición del tutelante, menos 

cuando dio respuesta oportuna enterando al accionante de lo antes 

indicado.  

 

-Ahora, en cuanto a los derechos del actor al debido proceso, tutela 

judicial efectiva y seguridad social, tampoco le han sido vulnerados 
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por el JUZGADO en mención, como se desprende de las apreciaciones 

siguientes:  

 

 Tramitada la segunda instancia y recibido el expediente por el 

JUZGADO de primer grado, éste prof irió auto de obedecer y 

cumplir lo resuelto por el Superior el día 27  de junio de 2025, en 

el que autorizó adicionalmente el pago del depósito judicial No. 

445010000694139, a favor del accionante WILMAR ALEXIS 

BASTO COSTERO, por valor de $38.800.833, quedando 

pendiente la formalización de la orden de entrega, por parte de 

la Secretaría del Juzgado.  

 

 Sin esperar los trámites y términos que demanda el cumplimiento 

de la orden de entrega y pago del mencionado título valor, el 

demandante WILMAR ALEXIS BASTO COSTERO instauró la 

presente acción de tutela, el día 7 de jul io de 2025. 

 
 Por auto del 10 de julio de 2025, el JUZGADO accionado dispuso 

f i jar la suma de $1.000.000, como agencias en derecho a cargo 

de las demandadas y a favor del demandante . y ordenó que por 

Secretaría se efectuara la correspondiente liquidación.  

 
 Según lo informado por el Despacho tutelado, el 15 de julio de 

2025 dio autorización para el pago del t ítulo de depósito judicial 

No. 445010000694139, por valor de $38.800.833, mediante 

consignación a la Cuenta de Ahorros No. 84402886501 del 

Banco Bancolombia, cuyo titular es WILMAR ALEXIS BASTO 

COSTERO, identif icado con la c.c. No. 86.078.392, estando el 

pago de dicho título judicial en el proceso de materialización que 

demanda la respectiva transferencia interbancaria.  

 
 Como se desprende de lo indicado, e l JUZGADO TERCERO 

LABORAL DEL CIRCUITO DE VILLAVICENCIO, no ha vulnerado 

los derechos al debido proceso y acceso a la tutela judicial 

efectiva del tutelante WILMAR ALEXIS BASTO COSTERO, pues 

ha tramitado y resuelto la sol icitud de pago y entrega del referi do 

título de depósito judicial, dentro de un tiempo prudencial ,  

razonable y sin di laciones injustif icadas, atendiendo la carga y 



Acción de Tute la  Radicac ión  No. :     500012205000 2025 10030 00  

16 

congestión judicial que t ienen los despachos judiciales en este 

Distr ito Judicial.   

 
 De otro lado, es de aclarar al tutelante, que la tutela se torna 

improcedente por falta del requisito de subsidiariedad,  para 

obtener pronunciamientos judiciales propios del proceso judicial,  

como es el caso, para ordenar el pago y entrega de los títulos 

de depósito jud icial consignados al interior del proceso ordinario 

laboral en referencia, por existir en estos, mecanismos idóneos 

para tal f in, de competencia exclusiva del Juez natural,  sin que 

sea permit ido invadirla, al Juez constitucional.  

 
 Ahora, si el accionante estima que los valores que consignó la 

COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZAS S.A. SEGUROS 

CONFIANZA, no comprenden todas las condenas impuestas a su 

favor y en contra de sociedades demandadas, en la sentencia de 

segunda instancia proferida por este Tribunal el 12  de marzo de 

2025, en el proceso ordinario laboral de Radicación No. 

500013105003 2016 01035 00  y, de manera particular, la 

relacionada con el pago de los aportes a la seguridad social,  

cuenta con la vía judicial idónea del proceso ejecutivo laboral, el 

que podrá tramitar  ante el juez natural competente, que en el 

asunto es el JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE 

VILLAVICENCIO, para lograr la efectividad de dichas condenas, 

pues para tales efectos la acción de tutela se torna igualmente 

improcedente por falta del requisito de la subsidiariedad.   

 
Es de anotar que, al no haberse adelantado por el tutelante el 

aludido proceso ejecutivo laboral para el pago de los aportes a 

la seguridad social motivo de la condena impuesta en contra de 

las sociedades demandadas en el proceso ordinario laboral,  

ninguna vulneración o afectación de sus derechos al debido 

proceso y a la tutela judicial efectiva, puede aducir en contra del 

Despacho convocado y, menos, de su derecho a la seguridad 

social, pues ningún hecho da cuenta de una eventual afectación 

del mismo, de parte del JUZGADO convocado.  

  

CONCLUSIONES 
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Con fundamento en lo expuesto, se negará  el amparo superior rogado 

por el señor WILMAR ALEXIS BASTO COSTERO. Se dispondrá  la 

notif icación de las partes y vinculados por el medio más ef icaz para tal 

f in; y  se ordenará  la remisión del expediente a la Corte Constitucional,  

para la eventual revisión de la decisión, en caso que no fuere 

impugnada.  

 

En consecuencia, la SALA DE DECISIÓN LABORAL DEL TRIBUNAL 

SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE VILLAVICENCIO,  

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley,  

RESUELVE 

 

PRIMERO.  NEGAR la tutela solicitada por WILMAR ALEXIS BASTO 

COSTERO, por las razones expuestas en la parte motiva.  

 

SEGUNDO. NOTIFÍQUESE  esta determinación a las partes y 

vinculados, por el medio más ef icaz para tal f in.  

 

TERCERO. En caso de no ser impugnada esta decisión, REMÍTASE  

oportunamente el expediente a la Honorable Corte Constitucional,  para 

la eventual revisión de la decisión.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

DELFINA FORERO MEJÍA  

Magistrada 

 

 

KENNEDY TRUJILLO SALAS  

Magistrado       

 

 

MARCELIANO CHÁVEZ ÁVILA  

Magistrado  
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